El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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TUTELA – REINTEGRO LABORAL – ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA -. CONCEDE – ORDENA REINTEGRO – CONFIRMA - “No está en entredicho, en el caso concreto, que a la fecha de culminación unilateral del contrato de trabajo, el accionante se encontraba incapacitado de tiempo atrás, como consecuencia de un accidente que sufrió; tampoco, que, al margen de los argumentos esbozados en la impugnación, se omitiera gestionar ante el organismo competente y por esa situación, la autorización legal pertinente.
(…)
De manera que resulta viable el reclamo elevado, porque a pesar de la existencia de otros mecanismos de defensa judicial, o de otra clase de situaciones meramente contractuales y de carácter legal que se ponen de presente por la impugnante, la situación particular se tiene que analizar desde la perspectiva de la vulneración del derecho al mínimo vital del trabajador que por causa del incidente sufrido no recuperaba sus facultades para prestar el servicio para el que había sido contratado y, sin embargo, se le terminó el contrato sin previa autorización de la autoridad respectiva, lo que, a la vez, ocasionó que se suspendiera su continuidad dentro del Sistema General de Seguridad Social Integral. 

Así que en procura del goce de la estabilidad laboral reforzada de personas en situación de incapacidad laboral o de disminución en su actividad productiva, es que, en cada caso concreto, el juez de tutela debe observar, la inminencia, gravedad, urgencia e impostergabilidad de la tutela, y en el caso presente, nada de ello está en duda. En efecto, (i) es incontestable la inminencia con la que se debe proceder ante la terminación del vínculo laboral; (ii) la gravedad que de allí se deriva es ostensible, porque afecta su situación económica, además de la moral, por la situación de indefensión en la que se le deja; (iii) es por ello mismo urgente e impostergable la protección, en la medida en que con ella se aseguran su estabilidad, su mínimo vital y su seguridad social, pilares esenciales en un Estado Social de Derecho. 

Y es que, valga acotarlo, tampoco se ha puesto en duda que la única fuente de ingresos del actor, es la remuneración que percibía por su trabajo en la sociedad accionada, por lo que carece de recursos para suplir sus necesidades básicas. En consecuencia, se confirmará la sentencia objeto de repulsa.
                                    
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

  


SALA CIVIL FAMILIA

   

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio dieciséis de dos mil diecisiete
Expediente 66001-31-18-001-2017-00030-01
Acta N° 323 de junio 16 de 2017
Decide la Sala la impugnación interpuesta por la sociedad Orlando Cobos SAS, contra la sentencia proferida el 4 de mayo último por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela propuesta por Jorge Luis Arboleda Cano, frente a la impugnante, la Nueva EPS y Protección Pensiones y Cesantías.
ANTECEDENTES

En su propio nombre Jorge Luis Arboleda Cano, reclamó la protección de sus derechos fundamentales “a la estabilidad laboral reforzada, a la salud, a la seguridad social, vida en condiciones dignas y mínimo vital”, vulnerados, dijo, por Orlando Cobos SAS, la Nueva EPS y Protección Pensiones y Cesantías.

Relató, en síntesis que desde el año 2013 labora al servicio de la empresa Orlando Cobos; el último contrato a término definido se convino entre el 02 de enero de 2016 al 02 de enero de 2017; desempeñaba el cargo de patinador auxiliar de servicios en el Club del Comercio; el 3 de julio de 2016 sufrió un accidente que le produjo una fractura de clavícula, y desde entonces se le extendieron incapacidades  hasta el 10 de marzo de 2017; el día 10 de febrero de la misma anualidad, vía celular, dio por terminado el contrato. Nunca fue notificado en debida forma de esa situación, para lo cual debía oficiarle con un mes de antelación a la fecha de terminación de la labor contratada, pues, si no operaba así, se reanudaba en forma automática por un periodo igual entre el 03 de febrero de 2017 al 03 de febrero de 2018; se presentó ante el empleador para exponer su situación de incapacidad, pero le indicó que según asesoría profesional ello no tenía valor. Agregó que su jefe fue notificado de todos los procedimientos e incapacidades, al punto que se molestó cuando el fondo de pensiones solicitó la apertura de una cuenta para pago de incapacidades. 
Expuso que la terminación de su relación laboral fue injusta y se dio a pesar de la afectación de su salud y de que se encontraba incapacitado; carece de medios económicos para un tratamiento especializado y para su subsistencia.
Solicitó, por tanto, el amparo de los derechos invocados y que se ordene al empleador su reintegro inmediato  en el cargo que ocupaba u otro similar, teniendo en cuenta su actual condición de salud y por un periodo igual al pactado; ser afiliado nuevamente al Sistema General de Seguridad Social Integral; el pago de los salarios dejados de percibir y que la EPS proceda a la calificación de pérdida de capacidad laboral. 
Con la demanda aportó documentos que dan cuenta de lo relatado en el libelo.
El despacho de primer grado dispuso el trámite de rigor  y concedió traslado para el pronunciamiento de la parte accionada. Así lo hizo el representante legal judicial de Protección Pensiones y Cesantías, quien dio cuenta del trámite al que se sujetan las incapacidades médicas y de qué manera opera su reconocimiento, pero que en el caso concreto, no cuentan con registro de solicitud en tal sentido y, por consiguiente, no han vulnerado derechos del accionante. 
El representante legal de Orlando Cobos SAS, expresó que desde la fecha del accidente y hasta la de terminación del contrato se canceló lo pertinente al trabajador; la terminación de esa relación se dio por vencimiento y no fue limitado; verbalmente le  hizo saber sobre la terminación del contrato en la fecha pactada cuando se le realizó el pago de la segunda quincena en noviembre 30; agregó que se había establecido la improrrogabilidad laboral, y la empresa siempre tuvo en cuenta sus derechos y estabilidad reforzada. 
La apoderada judicial de la Nueva EPS, hizo referencia a los días de incapacidad otorgados al actor, para indicar a quién le corresponde asumir el pago; que han asumido la atención del mismo, dentro de la órbita de su competencia, y que el 3 de febrero de 2017 se registró retiro por parte de su empleador, por lo que pidió no conceder la tutela en su contra.
Se dictó sentencia que dispuso tutelar los derechos invocados y le ordenó a la empresa “Orlando Cobos SAS” que en el término de 48 horas siguientes a la notificación del fallo, iniciara los trámites correspondientes para reintegrar al demandante a sus labores en el cargo que ocupaba o en otro de condiciones similares teniendo presente su estado de salud; se procediera a la afiliación al Sistema General de Seguridad Social Integral; y a la Nueva EPS que procediera al pago de las incapacidades que se le adeudaran al trabajador hasta el día 180 de incapacidad, a la vez que se desvinculó al fondo de pensiones. Para así decidir, se apoyó en antecedentes jurisprudenciales relacionados con la estabilidad laboral reforzada; la condición especial de sujetos en condición de discapacidad o en debilidad manifiesta; la seguridad social integral, para concluir que no cumplió el empleador con la carga legal que le incumbía para terminar unilateralmente el contrato de trabajo cuando de por medio el empleado se encontraba en periodo de incapacidad y no medio solicitud ante el Ministerio de Trabajo.
Esa decisión dejó inconforme exclusivamente a ORLANDO COBOS SAS que la impugnó por intermedio de apoderado judicial y, en resumen indicó que se ha ido demasiado lejos cuando se interpreta que la terminación de un contrato laboral a término definido sin cláusula de renovación automática sea visto como un despido  por la situación de incapacidad de un trabajador por espacio superior a 180 días; que no debe olvidarse que el “El contrato es ley para las partes”, sin que se pueda, so pretexto de defender derechos constitucionales fundamentales, subvertir las bases jurídicas del ordenamiento laboral; que se trata de un trabajador negligente, que sin desconocer que tuvo un accidente no laboral, que le comprometió su clavícula y la movilidad del hombro, tuvo tiempo de gestionar lo relacionado con su valoración de pérdida de capacidad laboral. 
CONSIDERACIONES

El constituyente colombiano introdujo desde 1991, en la Carta Política, la acción de tutela, como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

  



En ejercicio de esa garantía, Jorge Luis Arboleda Cano, reclama la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, que estima vulnerados por las entidades a las que demandó por cuanto, luego del accidente que sufrió, le fueron ordenadas incapacidades médicas que se extendieron hasta el mes de marzo de 2017 y, sin embargo, en ese estado, le fue finalizado el contrato de trabajo que celebró con la entidad impugnante y se hallaba vigente durante ese lapso de inhabilidad laboral.

 



El Juzgado de primer grado, se dijo, accedió al amparo y, en lo que es materia de disentimiento, ordenó el reintegro y la afiliación al sistema de salud, lo que refuta la encartada que considera desbordadas las órdenes, pues debe respetarse el pacto celebrado y el ordenamiento laboral.
 



La Sala comparte la resolución adoptada en primera instancia, en cuanto puso de presente la estabilidad reforzada del trabajador y su reintegro, cuando media alguna circunstancia especial que lo ubica como sujeto de especial protección. 
  



No está en entredicho, en el caso concreto, que a la fecha de culminación unilateral del contrato de trabajo, el accionante se encontraba incapacitado de tiempo atrás, como consecuencia de un accidente que sufrió; tampoco, que, al margen de los argumentos esbozados en la impugnación, se omitiera gestionar ante el organismo competente y por esa situación, la autorización legal pertinente. 
  



Si bien, en principio, la acción de tutela no ha sido concebida para definir cuestiones de orden laboral, hay casos específicos en los que el afectado es un sujeto de especial protección, al que, además, se le priva injustificadamente de sus privilegios como trabajador, y para restablecerlos el camino es la jurisdicción constitucional, para remediar la caótica situación en la que se le ha puesto y garantizar, entre otros, su derecho a la estabilidad que, de paso, le asegure el de su afiliación al sistema de seguridad social y su mínimo vital. 
  



Este no es un caso aislado; la jurisprudencia  Constitucional se ha ocupado de imprimirle un carácter reforzado y de especial protección a situaciones en las que queda en juego el mínimo vital de una persona que por su condición de salud no debe quedar desprotegida de los beneficios de su relación laboral, tanto más cuando al momento de ponerle fin al contrato de trabajo, no está en pleno uso de sus capacidades físicas y/o mentales para alcanzar una nueva oportunidad de trabajo, lo que no es más que desarrollo de la normativa vigente sobre el particular. Precisamente, el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, con las modificaciones que introdujo la sentencia C-458 de 2015, enseña que: 
En ningún caso la discapacidad de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha  discapacidad sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona en situación de discapacidad podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su discapacidad, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo.

No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su discapacidad, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren.

En relación con el inciso segundo de este artículo, en la sentencia C-531 de 2000, quedó señalado que:  

En consecuencia, la Corte procederá a integrar al ordenamiento legal referido los principios de respeto a la dignidad humana, solidaridad e igualdad (C.P., arts. 2o. y 13), así como los mandatos constitucionales que establecen una protección especial para los disminuidos físicos, sensoriales y síquicos (C.P., arts. 47 y 54), de manera que, se procederá a declarar la exequibilidad del inciso 2o. del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, bajo el entendido de que el despido del trabajador de su empleo o terminación del contrato de trabajo por razón de su limitación, sin la autorización de la oficina de Trabajo, no produce efectos jurídicos y sólo es eficaz en la medida en que se obtenga la respectiva autorización. En caso de que el empleador contravenga esa disposición, deberá asumir además de la ineficacia jurídica de la actuación, el pago de la respectiva indemnización sancionatoria.

Esto significa que, además de la indemnización, debe el empleador que ha desconocido la norma, reintegrar al trabajador, con el fin de preservar su estabilidad y, a partir de allí, sus prestaciones. En uno de tantos casos en los que se ventiló esta situación, señaló también la alta Corporación: 

En lo atinente a la situación específica de ciertos sujetos de especial protección constitucional, como las personas discapacitadas, este Tribunal ha desarrollado la tesis según la cual es indispensable que estos cuenten con un mecanismo judicial dinámico y eficaz que les permita salvaguardar su derecho a la estabilidad en el empleo, en caso de ser despedidos sin la autorización previa del inspector del trabajo. En igual sentido se ha pronunciado la Corte cuando se trata de remediar la vulneración de los derechos fundamentales de una persona que ha sido desvinculada en razón de una afectación a su salud, de manera que ha sufrido una discriminación en el ámbito laboral. Por tal razón, dado que los mecanismos previstos por las normas procesales laborales no responden a la urgencia e irremediabilidad del perjuicio que puede ocasionar el desempleo de una persona discapacitada o con disminuciones en su salud, la acción de tutela resulta procedente para reclamar el reintegro en estos casos, pues se trata de salvaguardar los derechos de una persona discriminada en el ámbito laboral, como consecuencia de una disminución en sus condiciones generales de salud o de una condición permanente de discapacidad.

  

(..) La existencia de una protección especial a este grupo de personas, que les garantiza la permanencia en el trabajo con el objeto de protegerles su dignidad humana y los derechos a la seguridad social y a la igualdad. Cabe recordar que la estabilidad laboral reforzada no solo la ostentan quienes padecen invalidez o discapacidad, sino también las personas que han padecido graves deterioros en su estado de salud y se encuentran en una situación de debilidad manifiesta”.

 

(…) Es importante reiterar que el beneficio de la estabilidad laboral reforzada, no solo debe entenderse como el mecanismo que impide terminar con la relación laboral al trabajador que se encuentra en condición de debilidad manifiesta.

   



De manera que resulta viable el reclamo elevado, porque a pesar de la existencia de otros mecanismos de defensa judicial, o de otra clase de situaciones meramente contractuales y de carácter legal que se ponen de presente por la impugnante, la situación particular se tiene que analizar desde la perspectiva de la vulneración del derecho al mínimo vital del trabajador que por causa del incidente sufrido no recuperaba sus facultades para prestar el servicio para el que había sido contratado y, sin embargo, se le terminó el contrato sin previa autorización de la autoridad respectiva, lo que, a la vez, ocasionó que se suspendiera su continuidad dentro del Sistema General de Seguridad Social Integral. 





Así que en procura del goce de la estabilidad laboral reforzada de personas en situación de incapacidad laboral o de disminución en su actividad productiva, es que, en cada caso concreto, el juez de tutela debe observar, la inminencia, gravedad, urgencia e impostergabilidad de la tutela, y en el caso presente, nada de ello está en duda. En efecto, (i) es incontestable la inminencia con la que se debe proceder ante la terminación del vínculo laboral; (ii) la gravedad que de allí se deriva es ostensible, porque afecta su situación económica, además de la moral, por la situación de indefensión en la que se le deja; (iii) es por ello mismo urgente e impostergable la protección, en la medida en que con ella se aseguran su estabilidad, su mínimo vital y su seguridad social, pilares esenciales en un Estado Social de Derecho. 

  



Y es que, valga acotarlo, tampoco se ha puesto en duda que la única fuente de ingresos del actor, es la remuneración que percibía por su trabajo en la sociedad accionada, por lo que carece de recursos para suplir sus necesidades básicas. En consecuencia, se confirmará la sentencia objeto de repulsa.
    



DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 4 de mayo de 2017, por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela propuesta por Jorge Luis Arboleda Cano, contra Orlando Cobos SAS, la Nueva EPS y Protección Pensiones y Cesantías.

Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                       DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Sentencia T-738 de 2013.
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